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TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUNYA 

SALA DE LO CIVIL Y PENAL

PROCEDIMIENTO ABREVIADO 1/2019

A LA SALA DE LO CIVIL Y PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUNYA

D. JESÚS SANZ LÓPEZ, Procurador de los Tribunales y del MHP SR. JOAQUIM TORRA i PLA, tal y como consta acreditado en los autos arriba referenciados, ante el Ilmo. Sr. Magistrado-Juez Instructor de esta Sala comparezco y como mejor proceda en Derecho, DIGO:

Que por medio del presente escrito vengo a formular INCIDENTE DE RECUSACIÓN, en relación al Excmo. Sr. D. Jesús M. Barrientos Pacho conforme al artículo 219.9ª,10ª y 11ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial, lo que efectúo mediante poder especial de recusación recusación que se formula dentro del plazo de los 10 días desde que hemos tenido conocimiento que el recusado formará parte de la Sala de enjuiciamiento hecho que se nos dio a conocer este pasado 2 de septiembre de 2019, según DOCUMENTO Nº 1., recusación que fundamentamos en base a las siguientes
ALEGACIONES

PRIMERA: Por razones prácticas comenzaremos por la causa prevista en el artículo 219.11ª toda vez que, como bien consta en las actuaciones el Excmo. Sr. Magistrado-Juez D. Jesús Barrientos ha participado en instancias anteriores en la presente causa, concretamente en el auto de admisión a trámite de la querella que no es un hecho menor por mucho que se pretenda restar relevancia a dicha resolución.

En la misma, esa Sala presidida por el Excmo. Sr. Magistrado-Juez D. Jesús Barrientos, se establecieron algunas premisas que comprometen la necesaria imparcialidad de la que han de venir revestidos y ser percibidos los miembros del Tribunal de enjuiciamiento.

Concretamente, en dicho auto, se razonó lo siguiente:

Fundamento Jurídico Segundo 1.): 

“La presente resolución no asume ni da por supuestas, en absoluto, todas y cada una de las valoraciones fácticas y jurídicas que se contienen en la querella, más allá de constatar que:

a) en ella se identifica correctamente el Tribunal al que se dirige, cuya competencia resulta de los arts. 73.3.a) LOPJ y 70.2 EAC;

b) procede de una institución cuya legitimación para formularla resulta de lo dispuesto por los arts. 124 CE, 105.1 LECrim y 1 y 3.4 EOMF; y

c) contiene, en efecto, una relación circunstanciada de hechos, no solo con expresión del lugar y de la fecha de los mismos, sino también de la identidad de la persona contra la que se dirige la acción penal y a quien se atribuye indiciariamente su comisión, todo lo cual, sin embargo, es susceptible y está necesitado de una investigación ulterior, que habrá de ser acometida con autonomía de criterio, de forma independiente y con respeto al principio de contradicción por el magistrado a quien se designará instructor de los hechos descritos en la querella, que es quien deberá decidir sobre la pertinencia de las diligencias de instrucción cuya práctica también se solicita en la querella —incluida la unión al procedimiento de la documentación que se acompaña con ella— o sobre la práctica de las que pueda interesar la defensa o, en su caso, la de aquellas otras que el propio instructor considere indispensables para el exacto y cabal conocimiento de los hechos y para su inicial subsunción.
Fundamento Jurídico Segundo 2)
Una última precisión es necesaria. Hemos dicho en otras ocasiones que el art. 313 LECrim dispone que no proceda la admisión a trámite de una querella —aceptada que hubiere sido la competencia para conocer de ella— cuando los hechos a que se refiera no sean constitutivos de delito.

Esta previsión, formulada de forma negativa, no altera en absoluto el sentido de lo expuesto en el apartado anterior.

En efecto, tal como está redactado el art. 313 LECrim, la valoración jurídica que se exige a la hora de decidir la admisión a trámite de una querella no es la misma ni tiene la misma intensidad que la que se requiere para decidir su inadmisión.

En este último caso, la restricción del ius ut procedatur del querellante y, por tanto, de su derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE), requiere que la decisión de inadmisión sea motivada y fundada en una de dos razones: bien porque los hechos relatados no sean susceptibles de ser subsumidos en ningún precepto penal; bien porque, a pesar de la posible apariencia delictiva inicial de dichos hechos, no se ofrezca en la querella ningún elemento o principio de prueba que avale razonablemente su verosimilitud, limitándose el querellante a afirmar su existencia sin ningún apoyo objetivo, aunque sea indiciario, puesto que la valoración de su significación penal no puede hacerse exclusivamente a resultas de que pudieran ser acreditados en la instrucción subsiguiente.

En cambio, la decisión sobre su admisión a trámite solo requiere la constatación de que la querella cumple a priori los requisitos establecidos legalmente, tanto los descritos en el art. 277 LECrim como los contenidos en el art. 313 LECrim.

Por lo que se refiere a este precepto, tanto la doctrina del TC como la del TS sostienen que debe distinguirse entre aquellos supuestos en los que la resolución judicial no excluya ab initio en los hechos denunciados las notas características de lo delictivo, y aquellos otros en que sí las excluya.

En el primer caso, existe un ius ut procedatur conforme al cual, sin más requisito que la comprobación apriorística de la apariencia delictiva de los hechos descritos en la querella y de su verosimilitud deducida de un principio de prueba que avale razonablemente su realidad, deben practicarse las actuaciones necesarias de investigación. Por el contrario, en aquellos casos en los que el órgano judicial entienda razonadamente que la conducta o los hechos imputados, suficientemente descritos en la querella, carecen de ilicitud penal o de la más mínima verosimilitud deberá procederse a la inadmisión y archivo motivados (cfr. SSTC 31/1996 de 27 feb. FJ11, 34/2008 de 25 feb. FJ2, 106/2011 de 20 jun. FJ2; AATC 129/2001 de 4 jun. FJ2, 360/2003 de 10 nov. FJ2; AATS2 16 nov. 2009, 26 sep. 2011, 18 jun. 2012, 21 ene. 2015, 11 dic. 2015, 5 ene. 2016, 11 jul. 2016).

Como recuerda el auto del TS2 de 2 marzo 2018 (RJ 2018\1186): “…el TC declara que debe distinguirse entre aquellos supuestos en los que la resolución judicial no excluya «ab initio» en los hechos denunciados las notas características de lo delictivo, y aquellos otros en que sí las excluya.

En el primer caso existe un «ius ut procedatur» conforme al cual deben practicarse las actuaciones necesarias de investigación. No así por el contrario en aquellos casos en los que el órgano judicial entiende razonadamente que la conducta o los hechos imputados, suficientemente descritos en la querella, carecen de ilicitud penal (STC 138/1997 de 22 jul.). En el mismo sentido la Sentencia del TC 96/2001 de 2 de abril declara que «cuando la resolución judicial no excluya «ab initio» en los hechos denunciados las normas caracterizadoras de lo delictivo, deben practicarse las actuaciones necesarias de investigación, acordadas en el seno del procedimiento penal que legalmente corresponda, de Sumario, Diligencias Previas o Preparatorias, con la consecuencia de que la crisis de aquél o su terminación anticipada, sin apertura de la fase de Plenario, sólo caben por las razones legalmente previstas de sobreseimiento libre o provisional, conforme a lo establecido en los arts. 637, 641 o en su caso 789.1 LECrim (SSTC 108/83 y 148/87)». En definitiva, la admisión a trámite de una querella no exige la constancia acreditada de lo que afirma, sino la posible relevancia penal de los hechos que contiene, de suerte que sólo si apriorísticamente se descarta su tipicidad procederá la inadmisión «a limine», mientras que, cuando no se excluya «ab initio», habrá de admitirse a trámite la querella, y será luego en el ámbito del proceso correspondiente donde ha de decidirse en su caso el sobreseimiento, si procede.”

Fundamento Jurídico Segundo 3)

En atención a todo lo expuesto ut supra, teniendo en cuenta que la querella del Fiscal Superior de Cataluña se dirige contra persona aforada ante este Tribunal Superior de Justicia, conforme al art. 73.3.a) LOPJ y el art. 70.2 EAC; que cumple los requisitos descritos en el art. 277 LECrim; que la relación circunstanciada de hechos que incorpora presenta a priori una apariencia delictiva, conforme a lo que exige sensu contrario el art. 313 LECrim; y que aporta un principio de prueba de los mismos, como requiere la jurisprudencia, procede aceptar la competencia para conocer de la misma, decidir su admisión a trámite y designar instructor, que deberá acomodar el procedimiento a las normas del Título II el Libro IV de la Ley de Enjuiciamiento Criminal, sin perjuicio de lo dispuesto en su art. 760 LECrim.”
Pues bien, de lo anterior se desprende que a criterio del Excmo. Sr. Magistrado-Juez aquí recusado, así como de sus compañeros en la mencionada resolución, en el caso que nos ocupa, desde el principio, se cumplía, indiciariamente, los requisitos legales y jurisprudenciales para admitir a trámite la querella de la que este procedimiento trae causa.

Es decir, en principio el criterio ya expuesto en su día es que los hechos indiciariamente tenían apariencia de delito y que aparecía con visos de verosimilitud que mi mandante podía ser responsable de los mismos.

Obviamente dicha percepción, impresión y convencimiento no tenía el nivel de certeza que debería tener al finalizar el juicio, pero no cabe duda que se trata de los mismos hechos y de la misma persona en el seno del mismo procedimiento y, por tanto, se cumple literalmente con lo previsto en el artículo 219.11ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial habiendo “resuelto el pleito o causa en anterior instancia” (la admisión a trámite es anterior instancia al juicio oral).
Se argumentará de contrario que el auto de admisión a trámite es una suerte de resolución de mero trámite y que la misma no contamina al Tribunal pero no es así si, como se razona en el propio auto de admisión a trámite, se ha de hacer un juicio de inferencia y ponderación, que se habría hecho, que es muy similar al que tocará hacer, ahora, una vez practicada la prueba en el plenario. 

La única diferencia entre el proceso intelectual a realizar en la admisión a trámite y el juicio oral radica en la intensidad de la certeza, así como del caudal probatorio, pero no sobre los hechos y el derecho a aplicar.

Entiende esta parte que mantenerse en la Sala de enjuiciamiento implicaría una vulneración del Artículo 24.2 de la Constitución -derecho fundamental a un proceso con todas las garantías, entre las que se encuentra la del Juez imparcial- y de los Artículos 6.1 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y 14.1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos --derecho al Juez imparcial-.

Incluso, en una interpretación sistemática del ordenamiento, podemos decir que también concurre, analógicamente, la causa prevista en el apartado 16º del mismo artículo 219: "Haber ocupado el Juez o Magistrado cargo público o administrativo con ocasión del cual haya podido tener conocimiento del objeto del litigio y formar criterio en detrimento de la debida imparcialidad" que es algo que desarrollaremos en otro motivo.

Pues bien, en el presente caso el Excmo. Magistrado-Juez aquí recusado tomó contacto directo contacto con el fondo del objeto de debate y, así, resultaría objetivamente contaminado.
Por tanto, cabe recordar que “El art. 24.2 CE, acorde con lo dispuesto en el art. 6 del Convenio Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y Libertades Fundamentales, reconoce el derecho a ser juzgado por un Tribunal independiente y alejado de los intereses de las partes en litigio, de tal modo que la imparcialidad judicial constituye una garantía procesal que condiciona la existencia misma de la función jurisdiccional” [STC 154/2001].

Si bien es cierto que la antes expuesta Sentencia habla del enjuiciamiento la imparcialidad debe predicarse, también, de los jueces de instrucción porque de una instrucción parcializada no puede conseguirse un juicio imparcial y de aquellos jueces que hayan tomado contacto previo con la causa por las razones que sean, como es el caso que nos ocupa.

La Jurisprudencia del Tribunal Constitucional [vid. por ejemplo, STC 162/1999] ha abierto la posibilidad de una interpretación no restrictiva de las causas de recusación, “remontándose al principio de imparcialidad para, desde éste, deducir otras causas de abstención y recusación no contempladas expresamente en el listado legal” [Carlos Gómez Martínez, “La abstención y recusación como garantías de la imparcialidad del juez”]. Esta interpretación abierta está recogida por el propio Tribunal Supremo, que ha reconocido expresamente que:
“los pronunciamientos de los órganos jurisdiccionales llamados a interpretar y aplicar los tratados o convenios internacionales suscritos por España, en materia de derechos y libertades públicas, pueden llegar a identificar supuestos de abstención y de recusación hasta hoy no contemplados en nuestra legislación” [Auto de 1º de octubre de 1997].
La Jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, aplicable al caso, ha venido a consolidar una férrea doctrina [Casos Delcourt, Piersack, De Cubber, Hauchlidt, Oberschlick, Castillo Algar, y últimamente STEDH Vera v. España, 6 de Enero de 2010] de amplio espectro donde “la imparcialidad judicial se salvaguarda también a través de las apariencias, pues en este punto está en juego la confianza de los ciudadanos en la administración de justicia y, por consiguiente, un proceso justo requiere apartar todo atisbo de parcialidad que pueda afectar a los tribunales” [Rafael Jiménez Asensio, “Imparcialidad Judicial y Derecho al Juez Imparcial en la Constitución de 1978]. En fin, en este marco, ese Excmo. Tribunal tiene declarado que:
“Puede afirmarse que no es posible obtener justicia en el proceso si quien ha de impartirla no se sitúa en una posición de imparcialidad, como tercero no condicionado por ningún prejuicio, bien sea derivado de su contacto anterior con el objeto del proceso o bien de su relación con las partes. Es por eso que no puede apreciarse en el Juez, respecto a la cuestión sobre la que ha de resolver y en cuanto a las personas interesadas en ella, ninguna relación que pueda enturbiar su imparcialidad. Incluso las apariencias pueden tener importancia, pues pueden afectar a la confianza que los Tribunales de una sociedad democrática deben inspirar a los ciudadanos en general, y en particular a quienes son parte en el proceso (STEDH de 1 de octubre de 1982, caso Piersack; STEDH de 26 de octubre de 1984, caso De Cuber, y STEDH de 24 de mayo de 1989, caso Hauschildt).
El TEDH se ha referido al punto de vista del acusado respecto de la imparcialidad del Tribunal, para decir que, aunque su visión de la cuestión es importante, no es sin embargo decisiva; mayor importancia ha concedido al hecho de que sus sospechas puedan valorarse como objetivamente justificadas. (Entre otras en la STEDH de 25 septiembre 2001, Caso Kizilöz contra Turquía; en la STEDH de 25 julio 2002, Caso Perote Pellón contra España, y en la STEDH de 17 de junio de 2003, Caso Pescador Valero c. España).
Al respecto, recordar que la misma línea ha seguido el Tribunal Constitucional, que en la STC 69/2001, de 17 de marzo, con cita de otras muchas resoluciones, recordaba que: 

«para que, en garantía de la imparcialidad, un Juez pueda ser apartado del conocimiento concreto de un asunto, es siempre preciso que existan sospechas objetivamente justificadas, es decir, exteriorizadas y apoyadas en datos objetivos, que permitan afirmar fundadamente que el Juez no es ajeno a la causa, o que permitan temer que, por cualquier relación con el caso concreto, no utilizará como criterio de juicio el previsto por la Ley, sino otras consideraciones ajenas al Ordenamiento jurídico. Por más que hayamos reconocido que en este ámbito las apariencias son importantes, porque lo que está en juego es la confianza que, en una sociedad democrática, los Tribunales deben inspirar al acusado y al resto de los ciudadanos, no basta para apartar a un determinado Juez del conocimiento de un asunto que las sospechas o dudas sobre su imparcialidad surjan en la mente de quien recusa, sino que es preciso determinar, caso a caso, más allá de la simple opinión del acusado, si las mismas alcanzan una consistencia tal que permita afirmar que se hallan objetiva y legítimamente justificadas». 

En cualquier caso, y si cupiese alguna duda respecto a lo que estamos alegando, baste recordar que "…las dudas sobre la imparcialidad pueden estar objetivamente justificadas si se basan en la apariencia de un prejuicio previo respecto de la culpabilidad del acusado” [Sentencia del Tribunal Supremo nº 1372/2005, de 23 de noviembre].

Tanto la doctrina como la jurisprudencia que aquí se cita es común al resto de motivos de recusación como se verá ut infra.
SEGUNDA: En este apartado desarrollaremos las causas de recusación establecidas en el artículo 219.9ª y 10ª que, en el presente caso, se solapan pero encajan perfectamente toda vez que concurre, al menos en apariencia, las dos si no, también, la 13ª y/o 14ª si es que se intenta alegar que las manifestaciones realizadas por el aquí recusado lo han sido por su cargo institucional pero no porque reflejen la opinión, convencimiento o visión del propio recusado.
Pues bien, por razones que desconocemos, pero bien se pueden intuir, desde que se inició la situación fáctica de la que el presente procedimiento trae causa, el Excmo. Sr. Magistrado-Juez aquí recusado se ha pronunciado pública y publicadamente sobre aspectos que son esenciales dentro de lo que será el debate fáctico y jurídico del presente procedimiento y nos explicaremos una vez expuestas algunas de las actuaciones y manifestaciones del recusado.

Algunas de sus manifestaciones (pronunciamientos) serían:

· D. Jesús María Barrientos, nuevo presidente del TSJC, preocupado por el independentismo. En esta ocasión manifiesta que “está preocupado por la situación actual de la política catalana, dada la intención del Govern de llevar a cabo la ruptura con el resto de España”

· Un juez moderado llega al frente del TSJC para sentenciar al independentismo manifestando el artículo que “Durante las entrevistas a los que los aspirantes se sometieron el pasado 12 de enero ante el CGPJ Barrientos se refirió a la "preocupante situación" provocada por las intenciones del actual equipo de gobierno, que ha anunciado que desarrollará el "acuerdo de desconexión"

· El TSJC lamenta la fuga de 48 jueces de Cataluña por culpa del procés poniendo el acento en que el recusado “lamentara que «hay escenarios que impiden ejercer con serenidad», en una clara referencia al «procés» independentista”

· El presidente del TSJC abandona un acto al hablar Torrent de presos políticos y lo hizo acompañado del Fiscal del presente caso
.

· El TSJC quiere que se preserven los espacios públicos
.

· El presidente del TSJC defiende la orden de retirar lazos: “Está en juego el equilibrio político.”

· Un artículo de Quim Torra encaja en el delito de odio, pero está prescrito
.

· Aquí el recusado entra de lleno en planteamientos políticos afirmando que «podréis comprobar que, junto a la Cataluña tensionada políticamente en términos aparentemente irreconciliables, convive otra Cataluña alejada a esas posiciones y centrada en la cotidianidad de sus gentes»

· El presidente del TSJC acusa al gobierno de Puigdemont de crear una legislación paralela que desbordó la Constitución
.

· Afirma el recusado que: “ninguna declaración formal o aformal, implícita o explícita de independencia puede desplegar efecto jurídico alguno
”

· El recusado reclama a Puigdemont “respeto a las decisiones judiciales.”

· El recusado se muestra contario a los lazos amarillos
.

· El recusado defiende la orden de retirar los lazos amarillos
.

· El recusado avala la orden de retirada de los lazos amarillos de los edificios públicos
.

Estas son algunas de las muchas manifestaciones públicas del recusado que acreditan que no solo tiene una postura política diametralmente opuesta a la de mi mandante, lo que es su legítimo derecho, sino que, además, la expresa como expresa su opinión sobre hechos nucleares del presente procedimiento que son la base para afirmar su absoluta falta de imparcialidad objetiva y subjetiva.
El recusado, sin duda, es soberano en su fuero interno para pensar lo que considere más oportunos. En una sociedad democrática sería inasumible pedir que los jueces, al igual que el resto de los ciudadanos, no tengan una opinión política e incluso una ideología concreta pero, igualmente, en una sociedad democrática lo que se exige de un Juez es que la misma no se haga pública sin esperar las consecuencias legales  porque eso afecta a la imagen de imparcialidad que ha de tener toda persona llamada a enjuiciar. En este caso concreto, su opinión desbordó la esfera institucional donde se enmarcó, pues ha exhibido un posicionamiento político y personal que es absolutamente contrapuesto no sólo al de mi mandante sino que, además, ha rechazado con especial contundencia todas las tesis acerca de la exhibición de símbolos que tienen que ver con la solidaridad y apoyo a los presos políticos así como de banderas esteladas, que será precisamente el objeto del juicio oral.

Más aún, lo que se espera en una sociedad democrática, si quiere seguir llamándose así, es que los jueces no exterioricen su visión de temas sobre los que se han de pronunciar después de un juicio oral y, en el caso que nos ocupa, el recusado se ha manifestado públicamente sobre temas que entran de lleno en el objeto del debate propio del juicio oral. No solo se ha perdido la imparcialidad obligada sino, igualmente, la más mínima prudencia toda vez que es evidente que si los hechos por los que mi representado viene acusado se judicializaban llegarían al Tribunal que preside el recusado.

El recusado se ha pronunciado sobre presos políticos – una de las pancartas-, se ha pronunciado sobre la supuesta “neutralidad de los espacios públicos”, sobre “lazos amarillos”, sobre la resolución de la Junta Electoral Central e, incluso, sobre la ideología y posicionamiento político del M.H. President Torra por lo que es difícil imaginar una falta de imparcialidad mayor que la que concurre en el aquí recusado.

Tan es así que concurren estas causas de recusación, en realidad lo eran de abstención, pero vemos que no se va a producir, como que en el plenario tendremos que hablar de la pancarta que hacía referencia a los “presos políticos” y, a la vista de la reacción del Excmo. Sr. Presidente, la última vez que escuchó dichos términos nos surgen serias dudas de si actuará de igual forma abandonando la Sala de enjuiciamiento o, peor aún, silenciando o expulsando a los Letrados defensores. Hay que tener presente la relevancia del contenido de los símbolos y pancartas exhibidos, pues si no fuera así, no se entendería la propia actuación del órgano administrativo denunciante. Cuestión diferente, que será objeto de debate, es que la defensa entiende que es irrelevante penal y administrativamente, pero es evidente que este extremo será ampliamente discutido por esta parte, quien tendrá no sólo la posición de las acusaciones en contra sino la del Magistrado recusado como ha quedado aquí acreditado.

Otro tanto cabe preguntarse cuando tengamos que hablar de lazos amarillos -símbolo que alude a la solidaridad con los presos políticos- y de la decisión, ilegal, de la Junta Electoral Central de retirarla cuando el Excmo. Sr. Presidente ya se ha manifestado en el sentido de que “la medida es "tan obvia que no tendría que ser necesaria" porque "este es el estado normal de las cosas".
Qué decir tiene cuando, como es lógico y racional que hagamos en ejercicio legítimo del Derecho de defensa, entremos a discutir esa supuesta neutralidad de los espacios públicos si el Excmo. Sr. Presidente ya ha sentenciado que "no son espacios para los posicionamientos ideológicos”.

Pero es más, y tal como ya hemos dicho, un punto central de la línea de defensa se articula sobre la virtualidad, legalidad y obligación o no de acatamiento de la decisión de la Junta Electoral Central -elemento del tipo penal- y, a este respecto, debemos recordar que el Excmo. Sr. Presidente también ha dictado, con carácter previo, sentencia afirmando que: “la Junta Electoral está obligada a exigir que se respeten al máximo los principios y los valores de la neutralidad, porque está en juego el equilibrio político" y que "La limpieza de un proceso electoral presupone y exige que, al menos, todos los espacios públicos no supongan ningún condicionante a la hora de emitir el voto libre de cualquier ciudadano”.
Podemos continuar con el análisis de los pronunciamientos públicos del Excmo. Sr. Presidente pero creemos que es evidente que sólo serviría para poner más en evidencia, si cabe, que aquí lo que ha fallado es la prudencia y un exceso de exposición sobre un tema que es, justamente, el que ahora toca enjuiciar.

Es evidente que estamos ante un caso flagrante de falta de imparcialidad y se podrá forzar más o menos la interpretación de las normas de aplicación, pero no nos cabe duda que si este juicio es presidido por el recusado el mismo solo servirá para alterar y adulterar la realidad política catalana pero que jamás resistirá ni el paso del tiempo ni el peso de los recursos. La imparcialidad no sólo hay que predicarla sino, también, practicarla y, en el caso que nos ocupa, las pruebas nos conducen en dirección opuesta.

Por lo anterior,

SOLICITO A LA SALA DE LO CIVIL Y PENAL DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE JUSTICIA DE CATALUNYA que tenga por presentado en tiempo y forma este escrito sirviéndose admitirlo a trámite y teniendo por formulado INCIDENTE DE RECUSACIÓN, en relación al Excmo. Sr. D. Jesús M. Barrientos Pacho conforme al artículo 219.9ª, 10ª y 11ª de la Ley Orgánica del Poder Judicial en los términos antes expuestos y que, de acuerdo con las normas de aplicación se sirva dar curso al mismo y, una vez practicados los trámites oportunos y legalmente previstos, se proceda a estimarla sustituyéndose al recusado por el Magistrado-Juez que por turno corresponda.
OTROSI DIGO: A los efectos de principio de prueba que se requiere ex artículo 223.3 de la LOPJ indicamos las notas a pie de página recogidas en el cuerpo del presente escrito y las noticas a las que las mismas hacen referencia, tratándose de los links vinculados a dichas noticias y que han sido revisados por esta parte, por última vez, este pasado 6.9.2019.

Por ser de Justicia que pido Barcelona a 9.9.2019

� � HYPERLINK "https://www.europapress.es/nacional/noticia-perfil-jesus-barrientos-nuevo-presidente-tsjc-preocupado-independentismo-20160128150237.html" �https://www.europapress.es/nacional/noticia-perfil-jesus-barrientos-nuevo-presidente-tsjc-preocupado-independentismo-20160128150237.html�


�� HYPERLINK "https://www.diariocritico.com/noticia/493164/nacional/un-juez-moderado-llega-al-frente-del-tsjc-para-sentenciar-al-independentismo.html" �https://www.diariocritico.com/noticia/493164/nacional/un-juez-moderado-llega-al-frente-del-tsjc-para-sentenciar-al-independentismo.html�


�� HYPERLINK "https://www.larazon.es/local/cataluna/el-tsjc-lamenta-la-fuga-de-48-jueces-de-cataluna-por-culpa-del-proces-KA20753876" �https://www.larazon.es/local/cataluna/el-tsjc-lamenta-la-fuga-de-48-jueces-de-cataluna-por-culpa-del-proces-KA20753876�


� � HYPERLINK "https://www.elindependiente.com/politica/2018/02/23/presidente-del-tsj-catalan-abandona-acto-torrent-hablaba-presos-politicos/" �https://www.elindependiente.com/politica/2018/02/23/presidente-del-tsj-catalan-abandona-acto-torrent-hablaba-presos-politicos/�


� HYPERLINK "https://confilegal.com/20190216-la-ministra-de-justicia-coincide-con-el-abogado-de-rull-turull-y-sanchez-en-el-colegio-de-abogados-de-barcelona/" �https://confilegal.com/20190216-la-ministra-de-justicia-coincide-con-el-abogado-de-rull-turull-y-sanchez-en-el-colegio-de-abogados-de-barcelona/�





� � HYPERLINK "https://www.abc.es/espana/abci-tsjc-quiere-preserven-espacios-publicos-201805291820_video.html" �https://www.abc.es/espana/abci-tsjc-quiere-preserven-espacios-publicos-201805291820_video.html�


� � HYPERLINK "https://confilegal.com/20190312-el-presidente-de-tsjc-defiende-la-orden-de-retirar-lazos-esta-en-juego-el-equilibrio-politico/" �https://confilegal.com/20190312-el-presidente-de-tsjc-defiende-la-orden-de-retirar-lazos-esta-en-juego-el-equilibrio-politico/�


� � HYPERLINK "https://confilegal.com/20181009-un-articulo-de-quim-torra-encaja-en-el-delito-de-odio-pero-esta-prescrito/" �https://confilegal.com/20181009-un-articulo-de-quim-torra-encaja-en-el-delito-de-odio-pero-esta-prescrito/�


� � HYPERLINK "https://confilegal.com/20180929-lesmes-cuando-una-sociedad-no-hace-caer-el-peso-de-la-ley-ante-la-intolerancia-cualquier-cosa-puede-suceder/" �https://confilegal.com/20180929-lesmes-cuando-una-sociedad-no-hace-caer-el-peso-de-la-ley-ante-la-intolerancia-cualquier-cosa-puede-suceder/�


� � HYPERLINK "https://confilegal.com/20180120-presidente-del-tsjcat-acusa-al-gobierno-puigdemont-crear-una-legislacion-paralela-desbordo-la-constitucion/" �https://confilegal.com/20180120-presidente-del-tsjcat-acusa-al-gobierno-puigdemont-crear-una-legislacion-paralela-desbordo-la-constitucion/�


� � HYPERLINK "https://confilegal.com/20171027-lesmes-los-jueces-cataluna-las-instituciones-del-estado-deben-preservar-orden-constitucional-alterado/" �https://confilegal.com/20171027-lesmes-los-jueces-cataluna-las-instituciones-del-estado-deben-preservar-orden-constitucional-alterado/�


�� HYPERLINK "https://confilegal.com/20160706-barrientos-presidente-del-tsjc-reclama-puigdemont-respeto-las-decisiones-judiciales/" �https://confilegal.com/20160706-barrientos-presidente-del-tsjc-reclama-puigdemont-respeto-las-decisiones-judiciales/�


�� HYPERLINK "https://cronicaglobal.elespanol.com/politica/presidente-tsjc-contrario-lazos-amarillos-via-publica_145007_102.html" �https://cronicaglobal.elespanol.com/politica/presidente-tsjc-contrario-lazos-amarillos-via-publica_145007_102.html�


�� HYPERLINK "https://www.europapress.es/catalunya/noticia-barrientos-tsjc-defiende-orden-retirar-lazos-juego-equilibrio-politico-20190312175156.html" �https://www.europapress.es/catalunya/noticia-barrientos-tsjc-defiende-orden-retirar-lazos-juego-equilibrio-politico-20190312175156.html�


�� HYPERLINK "https://www.elnacional.cat/es/politica/el-presidente-del-tsjc-avala-la-retirada-de-lazos-amarillos-de-los-edificios-publicos_363675_102.html" �https://www.elnacional.cat/es/politica/el-presidente-del-tsjc-avala-la-retirada-de-lazos-amarillos-de-los-edificios-publicos_363675_102.html�








